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RESUMEN 
Uno de los hechos empíricos más consistentes en la criminología es la relación existente entre 
género y delito. La baja participación de las mujeres en la proporción total de delitos que se 
cometen podría explicar la falta de atención que la disciplina ha puesto al mundo femenino. 
Ahora bien, aun cuando la cárcel se constituyó en sus orígenes como una forma de control 
para una población principalmente masculina, su uso para mujeres se ha extendido 
significativamente en las últimas décadas, sin traer con ello un proceso de adaptación a las 
necesidades específicas de esta población, y manteniendo en su reglamentación y diseño, 
características “neutrales” de género que en definitiva dan cuenta de percepciones 
androcéntricas del mundo. En el siguiente trabajo se busca dar cuenta de algunas de las 
necesidades específicas de las mujeres privadas de libertad. Para ello se revisará la literatura 
relativa al inicio delictual, particularmente la que destaca las particularidades de la experiencia 
de la mujer, y se caracterizará la población de mujeres privadas de libertad. A partir de esta 
evidencia, se destacan las necesidades de intervención de esta población, con un foco en 
particular en aquellas que la teoría y la evidencia ha vinculado a la reinserción social.   
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1) Introducción 
 

El involucramiento de la mujer en el delito ha sido largamente ignorado por la disciplina 
criminológica (Daly y Chesney-Lind, 1988), que o bien se ha centrado en explicar únicamente 
el comportamiento desviado de los hombres, excluyendo a las mujeres del análisis (ver, por 
ejemplo, Hirschi, 1969), o ha ignorado completamente el rol del género en los procesos que 
intenta explicar, asumiendo que estos procesos demostrados a partir de la población masculina 
aplican también a la población femenina (Miller y Mullins, 2009).  

En parte, esto podría ser consecuencia de la baja participación femenina en el delito, siendo 
el vínculo entre género y delito uno de los hechos empíricos más consistentes en la 
criminología. Los estudios muestran que las mujeres no solo tienen menores tasas de 
prevalencia delictual a lo largo de la vida, sino además, entre quienes cometen delito, tienden a 
cometer menos cantidad, a involucrarse en delitos menos serios y violentos, y a tener carreras 
delictuales menos extensas (Moffitt et al, 2001; Britton, 2011; Belknap, 2007; Block et al., 
2010).  

La literatura feminista a partir de los años 1970s ha buscado introducir  la perspectiva de 
género en el análisis del fenómeno delictual, generando un debate teórico tanto sobre la 
etiología del delito como sobre la respuesta al mismo. El temor a un aumento en la 
criminalidad femenina, como consecuencia del movimiento de emancipación (Alder, 1975; 
Simon, 1975) llevó además a un aumento en la investigación empírica para determinar quién 
era esta nueva “mujer delincuente”. De hecho, en las últimas décadas las diferencias en 
involucramiento delictual entre hombres y mujeres parecieran haberse atenuado (Box & Hale, 
1984; Lauritsen et al, 2009, pero ver Schwartz et al, 2009), y el procentaje de mujeres presas ha 
aumentado a nivel mundial, en proporciones incluso superiores al aumento en población 
masculina (Morash et al, 1998; Gelb, 2003; Britton, 2011; Guerino et al, 2011). Sin embargo, la 
institución carcelaria, que se constituyó en sus orígenes como una forma de control para una 
población principalmente masculina, ha manteniendo una estructura, funcionamiento y 
práctica que, considerados aun como la norma, no responden a las necesidades y 
especificidades de la mujer.  

Hoy en día hay un mayor consenso sobre la necesidad de incorporar el conocimiento 
adquirido desde la perspectiva de género en relación al sistema de justicia en general, y al 
funcionamiento y prácticas penales en particular (Bloom, et al., 2003). En el presente trabajo se 
busca relevar algunas de las necesidades específicas de las mujeres privadas de libertad. Para 
ello, se caracteriza en primer lugar a esta población, destacando las diferencias con la población 
masculina, para luego revisar la evidencia relativa al involucramiento delictual de la mujer, 
particularmente aquella que, desde la literatura feminista, ha buscado explicar el inicio delictual 
femenino. A partir de esta evidencia, se destacan las necesidades de intervención de esta 
población, con un foco en particular en aquellas que la teoría y la evidencia ha vinculado a la 
reinserción social.   
 
 
  



2) Antecedentes al problema del encarcelamiento femenino 
a. El perfil de la mujer condenada 

La población femenina constituye hoy en día un 11% del total de la población atendida 
por Gendarmería, y un 8% de quienes cumplen condena en el sistema cerrado.2 Estos 
porcentajes han experimentado un aumento sostenido desde la década de los noventa hasta 
2011 en proporciones relativamente mayores al incremento en la población masculina 
(Gendarmería de Chile, 2014), en un proceso que ha sido reportado también en otros países 
(Kruttschnitt & Gartnet, 2003), y que se ha vinculado principalmente a un aumento en las 
condenas por delitos de drogas (Mauer, Potler & Wolf, 1999). Hoy en día existen en Chile 
cinco Centros Penitenciarios Femeninos, que albergan un poco menos de la mitad de la 
población femenina, mientras el resto reside en 34 penales generales con secciones adaptadas 
para esta población (Piñol et al, 2015).  

¿Quiénes son estas mujeres recluidas? En relación al involucramiento delictual, la gran 
mayoría de las mujeres en Chile cumple actualmente condena por delitos vinculados a la ley de 
drogas (los porcentajes son de alrededor de 50%, dependiendo la muestra y el año), seguidos 
por delitos contra la propiedad (alrededor de un 38%) (Morales et al, 2015; REF ISUC; Mundt 
et al., 2016). En comparación con la población masculina, las mujeres tienen significativamente 
menos probabilidades de haber sido condenadas por delitos violentos. A modo de ejemplo, si 
miramos los delitos por los que está condenada la población en sistema cerrado, 15% del total 
de hurtos corresponden a delitos cometidos por una mujer, frente a menos del 5% para robos 
con violencia e intimidación (Gendarmería, 2014).  

Adicionalmente, la mujer que llega a la cárcel tiene menos probabilidades de haber 
tenido una condena privativa anterior, y tiene, en promedio, condenas más cortas que sus pares 
masculinos, aunque esta diferencia podría ser explicada por las diferencias en el tipo de delitos 
en que participan (Morales et al., 2015). 

De manera consistente con la evidencia internacional (Block et al., 2010; Simpson et al., 
2016), las mujeres declaran, en promedio, un inicio más tardío en el delito. Según datos de la 
Región Metropolitana, un 50% de ellas declara haber cometido su primer delito hacia los 18 
años, mientras un porcentaje similar de hombres declara haberlo cometido hacia los 14 años 
(Larroulet, 2016). Esta diferencia en involucramiento delictual también es reportada por 
Morales et al. (2015), con diferencias en el promedio etario de hombres y mujeres de alrededor 
de 5 años en el reporte del primer delito, la primera detención y la primera privación de 
libertad.  

En resumen, en términos delictuales, la mujer presa tiene menos factores 
tradicionalmente considerados de riesgo que el hombre en la misma situación: tiene más 
probabilidades de estar cumpliendo su primera condena privativa de libertad y de haberse 
iniciado de manera tardía en el delito, cada uno de ellos, elementos que la literatura ha 
vinculado con una carrera delictual menos extendida (Elliott, 1994) y, por tanto, con una 
menor probabilidad de reincidencia futura (Durose et al., 2014). Adicionalmente, la mujer 
presa ha cometido en su mayoría delitos no violentos contra la ley de drogas o contra la 
propiedad, a los que la literatura tiende a atribuir una motivación económica, que en el caso de 
la mujer estaría muchas veces vinculada a la necesidad de manutención de dependientes o a un 
consumo abusivo de drogas (Larroulet, 2011).  

En cuanto a sus características demográficas, la población penal femenina tiene una 
edad promedio algo superior a la población masculina (Mundt et al., 2016; Morales et al., 
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2015). El promedio femenino es consecuencia de una proporción significativamente mayor de 
mujeres que declara tener sobre 45 años de edad, principalmente entre quienes cumplen 
condenas por delitos de drogas (Larroulet, 2016). Este hecho da cuenta del inicio más tardío en 
el delito que, como se señaló, caracteriza a la mujer privada de libertad (Simpson et al., 2016), 
pero también indica las complejidades de salud que puede enfrentar esta población. Como 
reporta Cárdenas (2010), alrededor de un 67% de las internas declara tener alguna enfermedad 
crónica (hipertensión, diabetes, problemas respiratorios principalmente), porcentaje que se 
concentra mayormente entre las internas de más de 40 años.3  

Alrededor de 95% de las mujeres presas tienen al menos un hijo, y 67% de ellas tienen 
hijos menores de edad (Cárdenas, 2010). El promedio de hijos en esta población es algo 
superior al promedio nacional, con alrededor de 3 hijos promedio por mujer (Valenzuela et al, 
2012; Morales et al., 2015). Un porcentaje relevante de mujeres (66%) declara haber tenido su 
primer hijo a los 18 años o antes (Larroulet, 2016). Adicionalmente, en comparación con los 
hombres, las mujeres tienen mayores probabilidades de haber vivido con sus hijos previo al 
encarcelamiento y haber sido la principal responsable de la manutención y cuidado de ellos 
(Glaze & Maruschak, 2008; Valenzuela et al., 2012). 

En relación a la población general, y al igual que en el caso de los hombres, las mujeres 
que llegan a la cárcel provienen principalmente de niveles socioeconómicos bajos, y con 
historias de vidas donde ha primado la vulnerabilidad y la marginalidad: infancias caracterizadas 
por el abandono y la violencia, con transiciones tempranas a roles adultos, bajos niveles de 
escolaridad, historias de desempleo o de empleo precario, y consumo temprano de drogas 
(Wakefield & Uggen, 2010; Larroulet, 2016). Ahora bien, en comparación con los hombres 
privados de libertad, las mujeres parecieran tener, en promedio, historias de aun mayor 
desventaja y vulnerabilidad (Kruttschnitt & Gartnet, 2003; Wildeman & Turney, 2014).  

La literatura ha destacado de manera consistente la alta prevalencia de abuso en las 
mujeres. Si bien los hombres tienen mayores probabilidades de ser víctimas de un delito, 
particularmente de delitos violentos como el homicidio (Laub, 2014), son las mujeres quienes 
reportan de manera más frecuente haber sido víctimas de abuso sexual y de victimización en la 
intimidad (Belknap, 2007; Larroulet, 2016). Aun cuando tanto los hombres como las mujeres 
que ingresan a la cárcel tienen, en mayores proporciones que la población general, historias de 
exposición a violencia doméstica, negligencia y abuso infantil (Daly, 1992), en la mujer la 
victimización dentro del hogar se extiende hasta la adultez. Por ejemplo, del total de 
homicidios de mujeres, un tercio es cometido por una pareja íntima, lo que contrasta con solo 
el 2% de los homicidios de hombres (Britton, 2011).  

En cuanto a la salud, tanto la literatura nacional como la internacional destaca las 
mayores probabilidades que tienen las mujeres privadas de libertad de declarar problemas de 
salud mental (CESC, 2007; Bloom et al., 2003; Fazel & Seewald, 2012;), y de tener consumo 
problemático de drogas (Hurtado & Larroulet, 2012; Mumola, 2000; Fazel et al., 2006). 
Respecto a la primera, los recientes estudios realizados por Mundt en población penal chilena, 
mostrarían una menor prevalencia de problemas mentales en la población femenina en relación 
a la masculina (Mundt et al., 2013; 2016). Adicionalmente, mientras los índices de depresión 
disminuyen para el total de la muestra en el seguimiento realizado en la cárcel un año después 
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del ingreso, ser mujer parecería ser un factor de riesgo para un aumento en depresión (Baier et 
al., 2016). En cuanto al consumo de drogas, es interesante destacar el hecho que las diferencias 
que existen entre hombres y mujeres en la población general tienden a desaparecer en la 
población penal, donde las mujeres reportan un nivel relativamente mayor de consumo 
(Larroulet, 2016; Mumola, 2000; Fazel et al, 2006). La evidencia además señala la alta co-
morbilidad entre consumo abusivo de drogas y problemas de salud mental, particularmente en 
mujeres, lo que incidiría a la vez en las perspectivas de reinserción posterior al egreso (Bloom 
et al., 2003).   

En términos de escolaridad y empleo, la población penal tiene mayores porcentajes de 
analfabetismo que la población general, y menores niveles de escolaridad, con casi un 40% de 
la población que reporta no tener siquiera educación básica completa (Morales et al., 2015). 
Por otro lado, aun cuando hay un porcentaje importante de la población privada de libertad 
que declara haber estado trabajando antes de ingresar a la unidad (CESC, 2013; Morales et al., 
2015; Larroulet, 2016) desvelando de paso la irrealidad de la dicotomía entre trabajo legal y 
delito (ver Nguyen, 2015), la gran mayoría de estos trabajos son trabajos informales, 
caracterizados por su inestabilidad, precariedad, y bajos ingresos (CESC, 2013). Aunque 
pareciera no haber diferencias significativas de género en cuanto al nivel educacional (ver, sin 
embargo, Mundt et al., 2016), la evidencia sí señala que, comparado con los hombres, las 
mujeres en prisión tienen mayores probabilidades de haber estado sin empleo o de tener un 
empleo precario previo al encarcelamiento (Mundt et al., 2016; Morash et al., 1998), y de 
reportar responsabilidades domésticas como razón para su desempleo (Morales et al., 2015). 
Esto es particularmente relevante dado que alrededor de un 70% de ellas son jefas de hogar y 
sostenedoras principales de sus hijos (CESC, 2013; Morash et al., 1998). 

Si bien la literatura relativa a la reinserción se ha extendido en las últimas décadas 
(Travis, 2005; Jonson & Cullen, 2015), aquella que aborda las particularidades de la experiencia 
femenina sigue siendo limitada. En general, la literatura ha planteado que el género juega un rol 
clave en proceso de reinserción social, dada las diferencia en los desafíos que se experimentan 
y en la respuestas a esos desafíos (Cobbina, 2010). Las mujeres difieren de los hombres no solo 
por las características ya señaladas—trastornos de salud mental, alto consumo de drogas, 
historias de inestabilidad laboral—sino en las probabilidades de tener hijos, de ser las 
principales responsables de ellos (Bloom et al., 2003), y de contar con menor apoyo familiar en 
el exterior (Wright & Cesar, 2013). Adicionalmente, la literatura da cuenta de la ansiedad que 
genera el reencuentro con los hijos entre aquellas mujeres que han estado privadas del libertad, 
así como el temor por la pérdida de la custodia de los mismos (Kruttschnitt & Gartnet, 2003; 
La Vigne et al., 2009), muchas veces vinculada a la posibilidad de mantenerlos 
económicamente. Finalmente, sabemos que la mujer que egresa lo hace con un doble estigma: 
el de tener antecedentes delictuales y el de ser una mujer involucrada en delito. Este doble 
estigma impacta su inserción en la comunidad y sus probabilidades de desistimiento, lo que 
podría explicar, en parte, las mayores tasas de reincidencia de mujeres reportadas por Morales 
et al. en Chile (2012).  

En suma, cada una de estas características nos muestran que quien llega al sistema de 
justicia es una mujer vulnerable y marginalizada, constituyéndose estas características en vías 
indirectas hacia el delito (Gelsthorpe, 2010).  

 
 

 
 
 



b. Patrones del involucramiento delictual femenino 
Como se ha señalado, uno de los hechos empíricos más consistentes en la criminología 

es la relación existente entre género y delito, donde la mujer tiene menores tasas de prevalencia 
delictual, pero también, entre quienes cometen delito, carreras delictuales menor prolíficas y 
más cortas (Moffitt et al, 2001; Britton, 2011; Belknap, 2007; Block et al., 2010).  

A partir de los años 1970s, gran parte de la discusión teórica feminista se ha centrado 
en dos preguntas: cómo explicar las sustanciales diferencias en involucramiento delictual entre 
hombres y mujeres, y en qué medida las teorías tradicionales son o no generalizables a la 
población femenina (Daly y Chesney-Lind, 1988). Sabemos, en base a la evidencia existente, 
que aun cuando mujeres y hombres comparten gran parte de los factores de factores de riesgo 
asociados al delito (como baja supervisión parental, vivir en un barrio desventajado, tener pares 
desviados), los mecanismos y la magnitud de estos factores varían entre ambos (Kruttschnitt, 
2016). Por lo mismo, para entender los patrones de involucramiento delictual de las mujeres, se 
hace necesario insertar el género en el estudio del delito, abandonando el supuesto de 
neutralidad, y reenfocando las preguntas para entender las similitudes y diferencias en el inicio 
delictual de hombres y mujeres (Daly, 1998). En particular, desde la literatura de género, se 
plantea la necesidad de estudiar los distintos caminos de involucramiento y desistimiento 
delictual, los contextos y cualidades de los delitos que cometen, y, más general, el cómo las 
estructuras de género organizan la vida diaria y delimitan las identidades y la acción de 
hombres y mujeres (Daly, 1998). Esto nos permitiría entender de mejor manera la realidad de 
la mujer que llega al sistema de justicia, sus necesidades específicas, y plantear políticas que se 
hagan cargo de éstas.   

Tradicionalmente, el delito femenino fue explicado a partir de características 
individuales de la mujer, como su mayor irracionalidad y emocionalidad, que se asumían eran 
inherentes a su naturaleza (Klein, 1973). La explicación se centraba así en patologías que 
apuntaban a desviaciones de su rol femenino, generando dicotomías entre la “mujer buena” y 
la “mujer mala”, la “mujer virtuosa” y la “mujer viciosa” (Zárate, 1993), y desconociendo el 
efecto del contexto social en el involucramiento delictual (Miller y Mullins, 2009). El 
involucramiento delictual de la mujer aparecía vinculado a delitos menores contra la propiedad, 
principalmente hurto (Abelson, 1989), o a delitos sexuales (Beknap, 2007). Esto ha cambiado 
en las últimas décadas, con un aumento sustantivo en el involucramiento femenino en delitos 
de drogas (Mauer, Potler & Wolf, 1999).  

Si bien las encuestas de auto-reporte muestran diferencias menores en el 
comportamiento desviado de hombres y mujeres en la adolescencia, particularmente en 
relación al consumo de drogas (Moffitt et al., 2001), sabemos que la carrera delictual de una 
mujer se inicia de manera más tardía, en promedio, que la de los hombres, y que tiene mayores 
probabilidades de terminar pronto en el tiempo (Block et al, 2010). Esto se refleja en parte en 
el hecho que la población penal femenina suele tener un promedio de edad mayor a la 
masculina (Cárdenas, 2010; Morales et al., 2015).  

En el contexto de la criminología del desarrollo, ha habido un creciente interés por 
entender justamente los caminos que llevan al involucramiento delictual de la mujer, y en qué 
medida éstos difieren de las caminos ya establecidos por la literatura en base a muestras 
mayoritariamente masculinas (ver, por ejemplo, Sampson & Laub, 1993; Elliott et al., 1989). 
Tratando de entender estas potenciales diferencias y similitudes de género en los caminos hacia 
el involucramiento delictual, Daly analizó los expedientes de 40 mujeres y 40 hombres, 
descubriendo importantes semejanzas en sus procesos de inicio delictual (Daly, 1992). Dentro 
de estas semejanzas estaba el patrón que ella llama “dañado y que daña” en hombres y mujeres, 
caracterizado por experiencias de abuso y negligencia siendo menor de edad, y con claros 



problemas psicológicos en la adultez. También eran compartidos por ambos géneros el patrón 
“de la calle”, caracterizado por un abandono temprano del hogar, con una larga historia 
delictual y de abuso de drogas, y el patrón “vinculado a drogas”, un patrón que en el caso de 
las mujeres solía ser iniciado dentro de un contexto familiar o de pareja. Ahora bien, en las 
mujeres analizadas, identifica un grupo al que llama de “mujeres agredidas”, que se inician en el 
delito como consecuencia de la relación con una pareja violenta, generalmente como defensa 
ante la misma, y un grupo de mujeres que, teniendo muy poco de los factores considerados de 
riesgos, se involucran en delito en razón de sus necesidades económicas, al que clasifica como 
el “otro” patrón. Estas dos últimas vías de involucramiento delictual estaban compuestas 
principalmente por mujeres mayores de edad, por tanto, con un inicio tardío en el delito.  

Estos patrones han sido confirmado en estudios posteriores, destacando 
principalmente el rol que la violencia doméstica y la vulnerabilidad económica y social podrían 
jugar en el involucramiento delictual de mujeres (Simpson, et al., 2008; Richie, 1996). Por 
ejemplo Nuytiens & Christiaens (2016) en su estudio cualitativo con mujeres en Bélgica se 
refieren a tres características que estarían detrás del inicio delictual de la mujer: la necesidad 
financiera, las adicciones, y el tener una relación abusiva con la pareja. Mientras los dos 
primeros son patrones “neutros” desde una perspectiva de género, es el último el 
predominante en las mujeres estudiadas. A diferencia de Daly que lo plantea como un vínculo 
directo al delito (la mujer entra al sistema de justicia a causa de la defensa ante la agresión de la 
pareja), las autoras hablan de una relación indirecta en que las mujeres fueron manipuladas y 
usadas por sus parejas para cometer delito.  

El foco en las vías de involucramiento delictual desde una mirada de género busca 
justamente dar luces sobre las necesidades específicas de esta población que requieren ser 
tomadas en cuenta para ayudar en el proceso de desistimiento (Kruttschnit, 2016). Ahora bien, 
es clave destacar que al apuntar a distintas vías de involucramiento, la literatura se hace cargo 
de las críticas a las teorías más radicales que se enfocaron exclusivamente en la mujer como 
víctima, reduciendo en parte el reconocimiento de la agencia y responsabilidad en los actos 
cometidos (Gaarder & Belknap, 2002; Daly, 1992; Kruttschnitt & Carbone-Lopez, 2006). 
Tanto en Daly como en Nuytiens & Christiaens, se reconoce la agencia de la mujer pero sin 
desconocer el contexto social que restringe esta agencia, particularmente en el caso de 
relaciones de pareja con una distribución asimétrica de poder. Esto nos permite, por una parte, 
movernos fuera de las dicotomías de la mujer involucrada en delito como o bien víctima 
pasiva, sin elección ni responsabilidad o como sujeta activa y autodeterminada, sin 
consideración del contexto de género, clase y raza que define y limita sus opciones (Belknap, 
2007). Por otra, nos permite reconocer que quien entra en contacto con el sistema de justicia lo 
hace, como señalan Gaarder y Belknap, trayendo una serie de experiencias de vulnerabilidad, 
marginalidad, y victimización que iluminan cuál es “su estado de salud físico, mental y 
espiritual” en el momento de ingresar a la cárcel (Gaarder & Belknap, 2002: 508). 
 
 
  



3) La particularidad de la población femenina y sus necesidades de intervención  
La cárcel fue, desde su origen, una institución de control principalmente masculino, que 

buscaba limitar el uso arbitrario y desproporcionado del castigo físico que caracterizó la época 
pre-ilustrada. En los orígenes no había distinción entre hombres y mujeres, y las pocas mujeres 
que entraban al sistema de justicia compartían el espacio físico con los hombres condenados.  

Las primeras reformas en el siglo XIX se enfocaron únicamente en separar ambas 
poblaciones con el objetivo de proteger a la mujer de los abusos y victimizaciones a que se 
exponía (Belknap, 2007). Sin embargo, la mayoría de las mujeres eran encarceladas en casas de 
reformación donde, a nivel internacional (Belknap, 2007), latinoamericano (Aguirre, 2009) y 
nacional (Correa, 2005; Zárate, 1993), primaba la idea de penitencia y transformación moral, 
obtenidas por medio de la oración, el tabajo (costura, bordado, etc.) y el reforzamiento de las 
virtudes consideradas propiamente femeninas (Zárate, 1993; Aguirre, 2009). Como señala 
Kruttschnitt, el control social de la mujer pasaba por la reificación de su rol doméstico, 
entregando escasas herramientas que les permitieran tener éxito después del egreso 
(Kruttschnitt, 2016:17).  

En el caso de Chile, la primera Casa Correccional de Mujeres se crea en 1823 y pasa en 
1864 a manos de las hermanas del Buen Pastor (Correa, 2005), en una administración 
caracterizada por la poca supervisión de parte del Estado y la amplia libertad para organizarse y 
establecer sus propias reglas (Zárate, 1993). Es recién en 1996 que las hermanas dejan los 
centros penitenciarios femeninos de Santiago y Valparaíso, dando paso a una nueva 
administración bajo Gendarmería de Chile. Ahora bien, este cambio de administración no 
significó en ningún caso la incorporación del mundo de la mujer en las estructuras propias del 
sistema penitenciario. Hasta el día de hoy, salvo por el requisito de contar con espacios 
separados para hombres y mujeres (que responde históricamente, como ya se señaló, al riesgo 
de victimización) y de tener un área para el cuidado y tratamiento de la mujer embarazada y los 
lactantes, tanto la legislación que regula el sistema penal y la infraestructura del mismo, como 
las intervenciones disponibles y los instrumentos de evaluación, no han considerado las 
particularidades propias de la población femenina (Valenzuela et al., 2012).  

Esta aplicación automática del sistema penal masculino ha llevado a la literatura a hablar 
del encarcelamiento femenino como un “añadido penitenciario”, o ‘correctional afterthoughts’ 
(Ross and Fabiano, 1986, citados en Van Voorhis, 2012). En las últimas décadas a nivel 
internacional ha habido un movimiento hacia la adopción de una política penitenciaria que 
tome en cuenta la perspectiva de género, es decir, que refleje “un entendimiento de las 
realidades de las vidas de las mujeres y que aborde los problemas propios de las mujeres” 
(Bloom et al., 2003). Esto, en el contexto del aumento en la población penal femenina 
experimentado en las últimas décadas que ha hecho que la experiencia del encarcelamiento en 
las mujeres ya no sea un evento aislado como era hace una generación (Kruttschnitt & Gartnet, 
2003), y de la consolidación de la literatura de género que, contradiciendo la idea de neutralidad 
en las intervenciones, ha mostrado de manera consistente las particularidades de género en los 
patrones de involucramiento y desistimiento delictual (Hannah-Moffatt, 2013).  

En términos de instrumentos de clasificación y evaluación—el IGI utilizado en el país, y 
más en general, los instrumentos desarrollados desde la perspectiva de riesgo, necesidad y 
receptividad (RNR)— la literatura ha planteado dudas respecto a su aplicabilidad en 
poblaciones distintas, dado que estos instrumentos han sido evaluados y validados 
mayoritariamente en base a muestras de hombres blancos. Como Hannah-Moffatt argumenta, 
el caracterizar a hombres y mujeres como individuos con necesidades y riesgos similares es 
contradecir el largo legado que la literatura teórica y empírica ha generado en las últimas 
décadas, y que confirma el hecho que el involucramiento delictual de la mujer es cuantitativa y 



cualitativamente distinto que el de los hombres (Hannah-Moffatt, 2013). Adicionalmente, aun 
cuando algunos de los factores de riesgo criminológicos pueden ser compartidos por hombres 
y mujeres, éstos podrían predecir reincidencia de manera distintas en ambos géneros (Van 
Voorhis, 2012), lo que ha llevado a la adaptación de los mismos instrumentos para incorporar 
elementos de género (ver, por ejemplo, Salisbury et al, 2009; Van Voorhis et al., 2010). Aunque 
la evidencia disponible aun es limitada, éstos parecieran ser mejores predictores de las 
necesidades y riesgo futuro que aquellos que no incorporan el enfoque de género (Van 
Voorhis, 2012). 

En términos de intervenciones y programas disponibles, tanto la literatura internacional 
(Bloom et al., 2003; Lindquist et al, 2009) como la nacional (REF ISUC?) destacan el menor 
acceso de las mujeres, no solo en términos de cantidad, pero también de variedad de 
programas. Adicionalmente, y a pesar del aumento en las últimas décadas (ver, por ejemplo, 
Messina et al., 2010), son pocos los programas específicos para mujeres que han sido 
evaluados, haciendo difícil el responder la pregunta “qué funciona” en esta población. Esta 
pregunta es particularmente relevante en un contexto donde el paradigma del What Works y las 
políticas basadas en evidencia definen la práctica penitenciaria (Cullen, 2013). Una excepción 
en esto es el reciente estudio realizado por Gobeil et al. (2016), que, por medio de la 
metodología del meta-análisis, estima la efectividad de las intervenciones en mujeres, y, 
específicamente, busca responder a la pregunta de en qué medida los programas basados en 
una perspectiva de género funcionan mejor o peor que aquellos basados en supuestos neutrales 
de género. Las autoras concluyen que, no solo los programas evaluados en general son exitosos 
en reducir reincidencia en mujeres, sino que, además, aquellos basados en una perspectiva de 
género—es decir, que toman en cuenta los patrones de involucramiento delictual femeninos, la 
mayor prevalencia de trauma, la maternidad, entre otros–tienen más probabilidades de reducir 
la reincidencia. 

Una particularidad de la mujer privada de libertad que la literatura ha destacado 
constantemente es la necesidad de considerar la “constelación de factores” (Kruttschnitt, 2016) 
que afectarían el involucramiento delictual de las mujeres y harían su proceso de reinserción 
social más complejo. Temas como el abuso de drogas, problemas de salud mental, historias de 
abuso y victimización, el estrés de las responsabilidades maternales, la precariedad laboral, 
requieren intervenciones sistémicas, capaces de responder a los varios factores que tienden a 
interactuar en este proceso. Adicionalmente, y como señala Hannah-Moffatt, aun cuando las 
mujeres están subrepresentadas en el sistema de justicia, están sobre representadas en los 
sistemas sociales y de salud mental, lo que refuerza la idea de que el sistema penal no puede 
funcionar de manera aislada a otros sistemas (1995: 187). 

Si bien hay una serie de elementos que se podrían destacar, se abordarán a continuación 
cuatro áreas que parecen especialmente relevantes para la población femenina: salud mental, 
consumo de drogas, el rol de madres y el soporte familiar, y el trabajo. Se concluye este trabajo 
con algunas reflexiones sobre la diversidad detrás del mundo femenino, y el problema de las 
mujeres con condenas cortas, que constituyen una población invisible para el sistema.  
 

a. Salud Mental 
Como ya se señaló, la población femenina privada de libertad tiende a reportar niveles más 

altos de problemas de salud mental, particularmente trastornos de depresión y ansiedad 
(Bloom et al., 2003; Western et al., 2015; CESC, 2007), que se condicen con la alta prevalencia 
de trauma y abuso a lo largo de la vida.  

Es relevante sí tener en cuenta tres consideraciones. En primer lugar, al hablar de salud 
mental y mujeres, existe el riesgo de reificar la mirada tradicional del delito femenino, como un 



delito asociado a desórdenes de personalidad y patologías mentales (Klein, 1973), que de 
alguna manera se ha mantenido presente en el discurso del encarcelamiento femenino. En 
segundo lugar, la delgada línea divisoria entre riesgo y necesidad (ver Hanna Moffatt, 2013) ha 
llevado a que muchos factores, tradicionalmente considerados como necesidades de 
intervención, sean hoy considerados como de riesgo criminológico, lo que implica en general 
una clasificación en niveles más altos de riesgo que conllevan respuestas más punitivas y 
mecanismos de seguridad mayores, que en nada colaboran con la reinserción futura de la 
mujer. Finalmente, existe en la literatura una tendencia a asociar la des-institucionalización del 
sistema de salud mental con el aumento de la población penal (ver, por ejemplo, Harcourt, 
2006; Mundt et al., 2015). A pesar de las críticas a la validez empírica de esta literatura (Raphael 
& Stoll, 2013), lo cierto es que hoy en día hay un porcentaje relevante de la población penal 
que manifiesta problemas de salud mental que, debiendo ser abordados por el sistema salud, 
acceden a escaso o nulo tratamiento (INDH, 2013). 

En general, la literatura los problemas de salud mental a un peor ajuste a la experiencia 
carcelaria y a mayores probabilidades de reincidencia (British Ministery of Justice, 2013). Sin 
embargo, en el caso de Chile, la disponibilidad y acceso a intervenciones de salud mental en 
mujeres es escasa y responde mayoritariamente a una reacción ante situaciones críticas (crisis 
nerviosa, intento de suicidio). Reconociendo esta la realidad, la mesa de políticas penitenciarias 
con enfoque de género convocada por el Ministerio de Justicia propuso, entre sus obras de 
infraestructura, la construcción de una unidad de psiquiatría forense para mujeres donde 
realizar las labores de evaluación y atención psiquiátrica necesarias (Ministerio de Justicia, 
2014). Las obras estarían finalizadas en 2014, pero aún no hay noticias de su implementación. 
Adicionalmente, hay muchos programas hoy disponibles para la población privada de libertad 
que requieren, para su participación, el no presentar trastornos psiquiátricos (Navarro et al., 
2012; ISUC?), lo que limita aún más las opciones de quienes presentan estos problemas.  

En suma, este es un tema donde hay aún mucho por hacer, y que debiese ser prioritario en 
la población penal femenina. No solo por su impacto en reincidencia futura, sino además por 
la alta comorbilidad con factores de riesgo (como consumo de drogas), y el impacto que puede 
tener en la familia e hijos. 
 

b. Consumo de drogas 
La población penal femenina ha sido caracterizada, tanto a nivel nacional como 

internacional, por la alta prevalencia en el consumo de drogas (Mumola, 2000). A partir de los 
datos obtenidos en un estudio en la Región Metropolitana, Larroulet (2016) señala que las 
diferencias de género que aún existen en la población general en Chile, disminuyen hasta casi 
desaparecer al comparar el consumo de mujeres y hombres privados de libertad. La relación de 
una mujer por cada cuatro hombres en la prevalencia vida de consumo de pasta base reportada 
en población general, se equipara a una relación de 1 a 1.3 en esta población. Más aun, ante la 
pregunta por consumo de drogas durante los días previos a la entrevista—es decir, estando 
todos los encuestados en privación de libertad—el porcentaje de mujeres que declara consumo 
de pasta base o cocaína excede al porcentaje de hombres que declara lo mismo. Esto indica 
que no solo el alto consumo de drogas en población femenina es un problema que el sistema 
penal “hereda”, sino a la vez que es un tema al que no se ha respondido de manera efectiva. De 
hecho, en base al mismo estudio realizado por el Instituto de Sociología, menos de un 10% del 
total de la población encuestada declaró estar en un programa de tratamiento de drogas (el 
porcentaje es similar al reportado por Morales et al., 2015 a nivel nacional).  

El consumo de drogas, considerado un elemento dinámico en la perspectiva de RNR 
(Andrews & Bonta, 2006), ha sido vinculado en la literatura con mayores probabilidades de 



reincidencia tanto para hombres (Gendreau et al., 1996) como para mujeres (Huebner et al., 
2010), y podría estar asociado con lo que la literatura norteamericana ha llamado el fenómeno 
de los churners (Lynch & Sabol, 2001), personas que entran y salen de la cárcel en un continuo 
ciclo de egreso-ingreso. Adicionalmente, la comorbilidad entre consumo de drogas y 
problemas de salud mental ha sido señalada de manera consistente en la literatura (Mir et al., 
2015), lo que enfatiza la necesidad de intervenciones en drogas que consideren estas 
problemáticas adicionales.  

Las buenas noticias en relación a este tema, es que la evidencia empírica muestra que 
existen programas, con enfoque de género, que son exitosos en reducción de consumo de 
drogas y disminución de reincidencia (ver, por ejemplo, Messina et al., 2010). De hecho, en el 
meta-análisis realizado por Gobeil, los mayores efectos en disminución de reincidencia se 
obtuvieron de programas que abordaban el problema del consumo de drogas (Gobeil et al., 
2016). Para esto es clave considerar un componente de intervención en internación que 
continúe una vez que la mujer egresa en libertad. La literatura general del What Works en 
programas de intervención destaca, entre otros factores, el componente post encarcelamiento 
como un factor clave en el éxito de las intervenciones (Lowenkamp et al 2006; McKenzie, 
2006), y lo mismo se destaca en el meta-análisis citado en relación a programas con perspectiva 
de género (Gobeil et al., 2016).   

En el caso de Chile, existe el programa de Tratamiento de Adicciones que se ejecuta en 
cuatro regiones del país (Piñol et al., 2015), y que pareciera tener al menos un efecto transitorio 
positivo (Piñol et al., 2015b). Sin embargo, el programa no tiene un componente de 
continuidad en la intervención, tiene requisitos de acceso que excluyen a sectores relevantes de 
la población (por ejemplo, aquellas con condenas cortas), lo que, sumado a la baja cobertura 
del mismo, hace que éste siga siendo un tema pendiente.   
 

c. Maternidad y familia 
Como ya se señaló, más del 90% de las mujeres en prisión son madres, un porcentaje 

superior al de los hombres presos (Morales et al., 2015). Adicionalmente, la gran mayoría de las 
mujeres reporta haber vivido con sus hijos antes de su actual privación de libertad, muchas 
veces en familias monoparentales. Por tanto, mientras los hijos de padres presos tienden a 
quedar al cuidado de la madre (90% según la literatura internacional), menos de la mitad de las 
madres encarceladas reporta haber dejado su hijo al cuidado del padre biológico (los 
porcentajes van desde un 25 a un 40%) (Johnson, 1995; Morash et al, 1998; Christian, 2009). 
Según los datos reportados por Valenzuela et. al en un estudio con población femenina privada 
de libertad en Santiago (Valenzuela et al., 2012), solo el 16% de los menores queda a cargo del 
padre biológico ante el encarcelamiento de la madre, siendo los abuelos maternos quienes, en 
la mayoría de los casos, se hacen responsables de los menores (40%). Esto aumenta, a su vez, 
las probabilidades de que los hijos deban cambiarse de colegio y de barrio, y de que 
experimenten una disminución en los ingresos del hogar (Valenzuela et al, 2012; ver Wakefield 
& Wildeman, 2013 para una revisión de la evidencia en la materia). Como la literatura señala, 
los hijos constituyen una  preocupación presente a lo largo de toda la privación de libertad de 
la mujer (Antony, 2007), aumentando el estrés y angustia en quienes, además de su propia 
adaptación a la experiencia carcelaria, buscan mantener un activo rol en el cuidado y 
acompañamiento de sus hijos.  

La investigación también ha mostrado que aun cuando las mujeres reportan niveles de 
vínculo con su familia más fuertes que los hombres (Cobbina et al., 2010), cuentan con menor 
apoyo familiar y social una vez que salen en libertad (Wright & Cesar, 2013; Cobbina, 2010; sin 
embargo, ver Western et al., 2015), lo que podría explicarse por el doble estigma de la mujer 



delincuente, y por las historias de trauma y abuso que caracterizan a un porcentaje de estas 
mujeres.   

Si bien las visitas son una manera de mitigar el efecto de la separación con los hijos y la 
familia (Parke & Clarke-Stewart, 2003), algunos investigadores han cuestionado sus beneficios 
particularmente para los menores. Arditti (2012), por ejemplo, habla de la “paradoja de la visita 
familiar”, argumentando que ésta podría tener tanto el esperado efecto positivo, aumentando 
del vínculo del niño con la madre, como un efecto negativo como consecuencia del trauma de 
la separación. El contexto de las visitas, el control y la revisión para ingresar al penal, la falta de 
intimidad con la madre, son factores que podrían hacer de la visita una experiencia negativa 
(Comfort, 2008). Además, la menor cantidad de cárceles de mujeres implica que, en promedio, 
ellas están a mayores distancias de sus familias, haciendo las visitas más costosas y más difíciles. 
La literatura internacional señala de hecho que la frecuencia de visitas decrece en el tiempo, y 
que las mujeres reciben, en promedio, menos visitas que los hombres (Travis, 2005). 
Adicionalmente, las restricciones al uso de teléfonos al interior del penal, justificables desde 
una perspectiva de seguridad, implican una carga adicional para las mujeres al dificultar el 
contacto y supervisión de sus hijos.  

Los obstáculos que el sistema presenta para la mantención del vínculo con los hijos y con 
la familia son relevantes desde una perspectiva de reinserción. Sabemos que tanto la 
maternidad como el soporte social son factores claves para facilitar el desistimiento delictual de 
las mujeres (Cobbina el al., 2010; Bachman et al, 2016). Como señala Droppelmann en su 
análisis de jóvenes infractoras en Chile, la maternidad promueve el abandono del delito al 
entregar un sentido de vida donde se ponen los intereses del hijo por sobre de los propios, y al 
promover vías de estatus vinculadas a roles tradicionales de género (Droppelmann, 2017). En 
suma, la maternidad entregaría una identidad pro-social que podría actuar como detonante en 
un proceso de desistimiento delictual. 

Lo mismo ocurre con el soporte social, que cobra especial sentido desde la teoría relacional 
(Miller, 1976) que plantea que la motivación primaria de la mujer está con el sentido de 
conexión con otros. La literatura ha mostrado que quienes declaran mayores niveles de apoyo 
familiar tienen mejores perspectivas en su proceso de reinserción (La Vigne et al, 2009; 
Western et al., 2015). La familia muchas veces se constituye en la principal fuente de apoyo 
emocional y económico, proveyendo un lugar para vivir y medios de sustento para quien 
egresa en libertad. En su estudio cualitativo con mujeres en proceso de reinserción, Cobbina 
(2010) reporta el rol positivo que juega el apoyo familiar y de la pareja en un porcentaje 
relevante de las mujeres. Ahora bien, es clave destacar que un grupo importante de ellas 
experimentó abuso y negligencia en su infancia y adolescencia desde su familia nuclear, y ha 
experimentado violencia por parte de su pareja íntima. Ambos factores limitarían el rol pro-
social que la familia y la pareja tienen en el proceso de reinserción de la mujer. Leverentz 
(2006), por ejemplo, en su estudio de mujeres que reingresan en Boston, da cuenta de cómo 
algunas de ellas deciden voluntariamente dejar relaciones de pareja que habían afectado su 
involucramiento delictual.  

Hoy en día existen en Chile programas como el Abriendo Caminos, Conozca a su hijo, o el 
Programa de atención a mujeres embarazadas y con hijos lactantes, que buscan justamente 
fomentar el vínculo de la madre con sus hijos y entregarle herramientas para el desarrollo de 
esta relación. Es clave expandir programas de este tipo que además, tomando en cuenta el 
temor permanente de las mujeres a perder la custodia de sus hijos, provean de información 
relativa a sus derechos parentales y a la recuperación de los menores en caso de una pérdida de 
custodia. Una mejora en el sistema de visitas, principalmente en temas de control al ingreso 



para menores, infraestructura y horarios, también ayudaría a la mantención de los vínculos 
familiares.  
 

d. Trabajo 
Como se señaló anteriormente, la gran mayoría de las mujeres que llegan a la cárcel vienen 

de estratos socioeconómicos bajos, tienen pocos años de escolaridad e historias de desempleo. 
Quienes trabajaban antes de ingresar al penal, lo hacían principalmente en trabajos informales, 
de pocas horas, y con baja remuneración (CESC, 2013). 

El acceso al trabajo, y particularmente a un trabajo estable y de calidad, ha sido vinculado 
en la literatura criminológica a mayores probabilidades de desistir del delito particularmente 
entre hombres y adultos (Laub & Sampson, 2003; Uggen, 2000). La relación con el 
desistimiento y reinserción de las mujeres ha sido menos clara (Giordano et al., 2002; Uggen & 
Kruttschnitt, 1998; Cobbina et al., 2010). Por ejemplo, a partir de los datos del National 
Supported Work Demostration Project, cuyo objetivo era dar oportunidades laborales a los grupos 
más desventajados, Uggen y Kruttschnitt (1998) concluyen que, mientras el tener un empleo 
disminuye las probabilidades de ser arrestado y de cometer delitos económicos en los hombres, 
el patrón en la mujer es menos claro. El tener un trabajo no tiene un efecto significativo en las 
probabilidades de involucrarse en delito económico en las mujeres, pero sí disminuye 
significativamente el riesgo de ser arrestada, en una magnitud considerablemente mayor en 
relación a la población masculina.  

A nivel general, este impacto menor o nulo del empleo en reincidencia podría ser 
consecuencia de las peores perspectivas laborales que enfrenta la mujer que egresa en libertad, 
que lo hace, en relación con el hombre, con niveles educacionales más bajos, historias de 
mayor inestabilidad laboral, y enfrenta la doble demanda de generar recursos y hacerse cargo 
de sus hijos. Esto en un contexto social donde las diferencias en acceso a trabajo y salariales 
entre hombres y mujeres siguen estando presente, y donde priman concepciones tradicionales 
de género en que el trabajo pareciera tener menor valor en el mundo femenino (Abramo, 
2004).  

Aun cuando el acceso al trabajo al interior de las unidades penales sigue siendo menor en 
comparación con la población masculina (Cárdenas, 2010), un porcentaje relevante de mujeres 
trabaja hoy en día en las unidades penales en Chile. Además, alrededor de un 50% declara 
haber accedido a capacitaciones (CESC, 2013) y haber podido seguir los estudios durante el 
tiempo en prisión (Ministerio de Justicia, 2014), aunque este acceso está en general limitado a 
mujeres con condenas de más de un año, y, en algunos casos a la buena conducta.  

Adicionalmente, si bien el trabajo intra-penitenciario juega un rol clave en la adaptación a la 
cárcel, permitiendo generar recursos para enviar al hogar y estructurar el día a día (Cárdenas & 
Undurraga, 2014), la literatura con enfoque de género ha criticado la oferta de trabajos y de 
capacitaciones al interior de los penales de mujeres. No solo en cuanto a la disponibilidad, sino 
principalmente respecto al tipo de preparación que reciben, que suele estar asociada a roles 
tradicionalmente vinculados a la mujer (costura, cocina), fortaleciendo en vez de quebrar la 
división tradicional de género (Antony, 2007). Se suma a lo anterior el hecho que estos roles no 
dan cuenta necesariamente de demandas de la sociedad actual, que requiere acceso a tecnología 
y especialización. Al respecto, entre las propuestas señaladas por Valenzuela et al. (2012), está 
justamente el proveer capacitaciones en áreas tradicionalmente vinculadas al mundo masculino, 
como gasfitería o carpintería, que tienen no solo mayor demanda sino ingresos más altos, e 
implementar cursos de capacitación que tengan un componente de seguimiento, colaborando 
con la búsqueda de empleo al egreso. 



Hay dos iniciativas relevantes de los últimos años que van en esta línea, y que sería 
interesante evaluar. En primer lugar, la creación del primer Centro de Estudio y Trabajo semi-
abierto para mujeres en la Región Metropolitana en 2012, donde confluye el trabajo, la 
capacitación y los estudios con el objetivo de favorecer la inserción social posterior. También 
el programa de Emprender en Libertad, liderado por Infocap, que incluyó un componente en 
el exterior por medio del acceso a fondos del Fosis para el auto-emprendimiento (CESC, 
2013). Ahora bien, solo un pequeño grupo de mujeres—y solo de la Región Metropolitana4—
logra acceder a ellos, por lo que se requieren políticas de mayor escala que amplíen y 
diversifiquen la oferta disponible.    
 

4) Algunas reflexiones finales 
Al hablar del problema del encarcelamiento femenino solemos mirar a la mujer como una 

población homogénea, con características, experiencias y necesidades únicas y unívocas. Pero 
no es así. Es necesario tomar en cuenta la diversidad del mundo femenino, y de manera 
particular la interseccionalidad entre género, etnia, clase social, y edad, dado que es la 
confluencia de estos factores lo que define la percepción y vivencia de cada mujer (Simpson, 
1991). Si bien este tema queda fuera del alcance de este trabajo, sí se hará referencia a un grupo 
de mujeres en particular, que pareciera ser invisible para el sistema de justicia y las autoridades 
penitenciarias: el de las mujeres que cumplen condenas cortas en el sistema penal. Dada la 
escasez de datos empíricos, esta sección es claramente especulativa.  

A nivel nacional, las mujeres parecieran estar sobre-representadas entre quienes tienen 
condenas privativas de libertad “cortas”. Por ejemplo, mientras un 17% de las mujeres cumple 
condenas privativas de libertad de menos de 540 días, solo un 6% de los hombres está en esta 
condición (Morales et al., 2015). Por otro lado, la investigación sobre reincidencia en el sistema 
realizada por Paz Ciudadana y la Universidad Adolfo Ibáñez da cuenta que las tasas de 
reincidencia son mayores entre quienes fueron condenados a penas privativas de menor 
extensión (Morales et al., 2012).5 

El perfil de la mujer condenada a penas privativas de pocos días sería el de una mujer 
involucrada en su mayoría en delitos menores contra la propiedad, principalmente hurtos 
simples, y con una fuerte cultura delictual, altas tasas de reincidencia, consumo de drogas 
problemático, bajas tasas de escolaridad, y altas tasas de desempleo. Serían ellas quienes 
constituyen en gran parte la población clasificada como churners, es decir, que rota en el sistema, 
en un continuo ciclo de ingreso-egreso-ingreso a la cárcel. Si bien su condena puede ser de 
menos de un año, la suma total de años en prisión suele ser comparable con condenas por 
delitos más graves, constituyéndose la cárcel como un verdadero hogar al que se vuelve de 
manera constante y en el que se ha vivido más tiempo incluso que “en la calle”. Una ilustración 
del fenómeno es la historia de María Deboto, quien vivió gran parte de su vida adulta en el 
Centro Penitenciario Femenino, habiendo sido “mechera” y luego estafadora profesional 
(Hayes, 2014).  

El gran problema es que esta población es invisible para el sistema. Si bien entran en las 
clasificaciones de ingresos y egresos de Gendarmería, no acceden a programas de intervención, 
una gran mayoría de los cuales requieren para su participación el estar a un año del tiempo 

                                                 
4 La diversidad geográfica de acceso a programas es algo que la literatura internacional ha señalado, y que se refleja 
de manera clara en el reporte de programas de reinserción femenina realizado por el Centro de Estudios de 
Seguridad Ciudadana (Ver Tabla 2-1, en CESC, 2015). 
5 En el estudio no se detallan los datos por género, lo que impide saber cuánto de esta relación está impulsada por 
la población femenina.  



mínimo de su condena (ver Navarro et al., 2012; ISUC), ni son vistas por el personal del área 
técnica durante todo su período de internación a menos que haya una situación excepcional. 
Programas como el de tratamiento de drogas, capacitaciones para poder desarrollar las 
herramientas necesarias que les permitan emplearse en el futuro, o incluso la misma educación 
que muchas mujeres tienen la oportunidad de adquirir en la cárcel, son beneficios al margen de 
esta población. Esto implica que entran y salen del sistema, incrementando las tasas generales 
de reincidencia, pero sin que se haga nada para prevenir su continuo involucramiento delictual. 

Es fundamental avanzar en la identificación de las problemáticas específicas de esta 
población para elaborar programas acordes a sus características y a la realidad temporal que 
manifiesta, y analizar si es la cárcel la forma más efectiva de castigo para este grupo. 

 
5) Conclusión 
Introducir la perspectiva de género en el encarcelamiento femenino no implica buscar 

proveer la misma cantidad de servicios y programas que hoy en día existen en la población 
masculina. Más allá de la cantidad, hay un problema de la cualidad de estos programas, y la 
necesidad de considerar la particularidad de la mujer, en sus características y experiencias de 
vida, en el desarrollo e implementación de programas acordes a sus necesidades.  

Como se señaló, la población femenina privada de libertad se caracteriza, de manera 
relativa a la población masculina, por tener altas tasas de consumo problemático de drogas, 
problemas de salud mental, victimización y trauma, mayores responsabilidades con 
dependientes, y mayor marginalidad económica y social. Esto refuerza la necesidad de generar 
intervenciones efectivas que, considerando lo que la literatura ha planteado sobre la mujer, sus 
experiencias de vidas y caminos de involucramiento delictual, se hagan cargo de esta 
intersección de problemas y le entreguen a la mujer las herramientas necesarias para su egreso 
al medio libre.  
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